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SUMARIO.CONCLUSIONES Y PROPUESTAS

Del debate celebrado surge la necesidad imperiosa de subsanar errores y omisiones existentes en el proyecto elevado por el PEN, e incorporar por parte de los Sres. legisladores los mecanismos propios de un mundo  informatizado

Sintéticamente 

1.-El Proyecto omite legislar sobre el eje de la economía moderna, sea éste el empresario, el comerciante o la empresa en sí. No hay un estatuto que establezca sus derechos, obligaciones y responsabilidades. Tampoco se legisla sobre la organización del Registro Público que tendrá que inscribir a las sociedades y a los empresarios, rubricar los libros y controlar la legalidad de los actos comerciales.

2.-El tratamiento unificado en los derechos y obligaciones contractuales de los comerciantes y de los no comerciantes es injusto.No cabe exigir lo mismo a los profesionales que a los consumidores.

3. No se establece un control de legalidad previo (Manovil en contra)  

4.Errónea supresión del Registro Público de Comercio.

La existencia de  "facultades no delegadas " no importa que pueda eliminarse el Registro Público de Comercio.Es necesario que el mismo subsista con un contenido similar al del  actual art. 34 del Código de Comercio, con amplio e ilimitado acceso por parte de todos los ciudadanos (Lo contrario obstaría a su carácter de "Público")  

Por otra parte existe una contradicción con el art. 167 de la LS (que se mantiene en el proyecto ) .El mismo establece entre las atribuciones de la autoridad de contralor verificar el cumplimiento de los requisitos legales y fiscales antes de elevar el expediente o la actuación al Registro Público de Comercio.

5.Implementación de un Registro Nacional de Denominaciones Societarias , de Concursos Comerciales nacional , integrado , de fácil e inmediato acceso en todo el país  

6.Responsabilidad solidaria para los integrantes de sociedades que actúan como órganos de fiscalización internos .Necesaria distinción respecto a socios  y terceros.Reglamentación interna de  la sociedad de profesionales 

7-Responsabilidad simplemente mancomunada para los socios de las sociedades irregulares y atípicas.Similitud con el régimen de responsabilidad de las sociedades civiles que desaparecen. Necesaria armonización del sistema si se pretende mantener sociedades regulares.Se propicia la irregularidad en un brusco cambio de timón con lo acaecido hasta el momento

8- Sociedad unipersonal .Para su funcionamiento el proyecto requiere que a) Se forme como una SA. b) La sujeta al contrarlor  estatal permanente c) Exige que la misma posea sindicatura colegiada plural. 

Se altera el objetivo buscado por la doctrina y los proyectos precedentes que buscaban limitar la responsabilidad del socio Se desnaturaliza la esencia de la figura creando una  estructura a ser empleada (hipotéticamente) dentro de conglomerados  empresarias.

9.-En el régimen contable, no está claro qué sujetos están obligados a llevar contabilidad y cuáles no. Además, no se establece ninguna sanción para los que, debiendo llevar contabilidad, no lo hacen o no presentan sus libros cuando deben hacerlo. Debería ello constituir una presunción de fraude, civil o penal según el caso, y además dar lugar a una multa. No se prevé la obligación de publicitar los balances en el Registro Público, como es en Europa.

10-Falta de actualización de los medios de comunicación para la celebración de las reuniones de los órganos sociales.Domicilio electrónico.Reuniones a distancia de órganos colegiados.Convocatoria a través de medios telemáticos.Comunicación de asistencia.Actas.   

11- No adopción de métodos alternativos simplificados para la resolución de conflictos societarios (Arbitraje) 

12 .Inoponibilidad de la personalidada jurídica .

13.Diligencia y responsabilidad del administrador. 

14.Necesaria derogación de la incapacidad de derecho establecida en el art. 30 de la LS 

15.Necesaria regulación de los Contratos Asociativos.Participaciones en otra sociedad. Participaciones recíprocas.Régimen aplicable a Grupos de Sociedades 

16.Necesaria regulación del supuesto de Dolo o culpa del socio o controlante.Los administradores en los grupos.

17. Régimen proyectado para las asociaciones civiles y fundaciones. Revisión

18.Regulación de un sistema de SA simplificado  

INTRODUCCIÓN 

Jornada debate.

El 18 de junio de 2012 en la FCE de la UBA se realizó una jornada debate sobre el Proyecto de Reformas a la ley de Sociedades 19550 

Participaron de la misma los Dres.Rafael Manovil , integrante de la Academia de Derecho y de una de las subcomisiones redactoras del anteproyecto de reformas , el Dr. Guillermo Ragazzi , profesor consulto de la UBA y ex Inspector de la IGJ , el Dr. Eduardo Favier Dubois (h) ex juez de Registro , ex Juez Comercial , Profesor titular de Derecho Comercial y presidente del Instituto de Derecho Contable y el profesor Marcelo Roitbarg , Rector del Colegio Nacional Carlos Pellegrini y autor de una excelente   tesis sobre las sociedades unipersonales 

El proyecto elevado al Congreso de la Nación por el Poder Ejecutivo Nacional

El Poder Ejecutivo Nacional elevó al Congreso de la Nación un proyecto de modificaciones a la ley de sociedades comerciales que se apartó totalmente de los lineamientos elaborados por la Comisión designada al efecto (integrada por los Dres.  Ricardo L. Lorenzetti, Elena Highton de Nolasco,Aída Kemelmajer de Carlucci y diversos juristas convocados al efecto ) 

El proyecto del  PEN , hace hincapié principalmente en aspectos referidos a las sociedades irregulares y atípicas y a la creación de las sociedades unipersonales con un criterio totalmente disímil al que fueron pergeñadas en su origen (La incorporación de numerosos recaudos para su existencia y funcionamiento ,las torna virtualmente inaplicables)  .

A mayor abundamiento cabe señalar la dicotomía existente al mantenerse como fundamentos de la norma los expuestos por la Comisión Redactora del Anteproyecto que en modo alguno se compadecen con el texto de la ley. 

Se trata , como señala el profesor Ragazzi de una mini reforma , cuyo paternidad  se desconoce,pues nadie,salvo la Sra. Presidente,se ha atribuido su autoría.

En el mensaje de elevación  se indica que el PEN  resolvió  ". Eliminar una serie de artículos (incluidos en el anteproyecto)  que considera propios de la ley especial" ,agregando que " tiene el propósito de elaborar un proyecto de reformas de la ley de sociedades en la que deberían Incluirse esas modificaciones; "

Corresponde seguir de cerca el tratamiento de la reforma en el Congreso de la Nación

Va el presente aporte para tan importante tarea

Carlos María Negri

Profesor titular 

Director Departamento de Derecho 

Facultad de Ciencias Económicas

UBA

"Panorama general de la Reforma.Sociedades de hecho, irregulares y atípicas.Algunos temas registrales"

GUILLERMO RAGAZZI:

Antecedentes 

Agradezco al Dr. Negri esta invitación y la posibilidad de compartir este panel con tan distinguidos juristas y por sobre todo, dilectos amigos.

Antecedentes

Por decreto 191 del año 2011, la Señora Presidente de la Nación designó una Comisión para la elaboración del Proyecto de Ley de Reforma, Actualización y Unificación de los Códigos Civil y Comercial de la Nación, integrada por los Dres. Ricardo L. Lorenzetti, Elena Highton de Nolasco y Aída Kemelmajer de Carlucci, con la finalidad de estudiar las reformas a tales Códigos y producir un texto homogéneo de todo lo referido a dicho cuerpo normativo. 

Dicha Comisión, con la asistencia  y colaboración de un grupo de juristas muy calificado elaboró un Anteproyecto que fue entregado a la Señora Presidente  en un acto público celebrado el 27 de marzo de 2012. 

Con posterioridad, el Poder Ejecutivo introdujo cambios significativos al  Anteproyecto y elevó  el 8 de junio de 2012 al Congreso de la Nación, el texto definitivo del Proyecto de Código Civil y Comercial  el cual ingresó ese día, en la Cámara de Senadores de la Nación. .

Según se expresa en la Nota de elevación, se designará una Comisión bicameral la que deberá expedir un dictamen o informe en el plazo de 90 días. Luego, de sancionarse el Proyecto como ley,el nuevo Código y su legislación anexa modificatoria de varias leyes, entre ellas, la Ley de Sociedades Nº 19.550, entrará a regir a los 180 días de su promulgación,.

Dentro de esa legislación anexa figura la reforma a la Ley Nº 19.550 de Sociedades comerciales que en lo sucesivo se denominará Ley General de Sociedades y que, en realidad y si se analiza con detenimiento, se trata de una mini-reforma.. 

Con respecto al Proyecto de Código Civil y Comercial, sin duda, se está  ante un nuevo Código Civil, un Código de 2761 artículos, que frente a los 4051 artículos del actual Código Civil, representa una disminución muy notoria en su extensión pero que también revela que muchas normas de nuestro Código Civil actual indudablemente no son de aplicación por desuetudo. 

Derogación del Código de Comercio 

Por otra parte, este Proyecto deroga el Código de Comercio de 1862 de Eduardo Acevedo y Dalmacio Vélez Sarsfield. 

Frente a esta derogación, debe tenerse en cuenta que de aquel viejo Código integrado por un Título Preliminar y cuatro libros, muchos de ellos han sido reemplazados por leyes especiales, como por ejemplo el libro IV, reemplazado por actual Ley de Concursos y Quiebras Nº 24.522; su libro III por la actual Ley de Navegación Nº  20.044 y sus reformas, leyes estas que integran el Código y que se mantienen inalterables. 

Luego, nos encontramos con los dos primeros libros del Código de Comercio. La mayoría de los contratos que aparecen en el segundo libro, han sido incorporados y reformulados sus textos en el nuevo Código Civil, de modo que se evita la duplicación actual. También se incorporan al nuevo Código otras instituciones, tales como los títulos cambiarios, la cuenta corriente, el cheque y dentro de este mismo libro, encontramos la Ley de Sociedades, la cual  es modificada parcialmente.

En el libro 1º del Código de Comercio, encontramos una novedad  importante y es la supresión de lo que podríamos denominar el Estatuto del Comerciante. Es decir, desaparecen la clásica figura del comerciante del artículo 1º, el listado de actos del comercio del artículo 8º, las obligaciones que tienen los comerciantes y, esta supresión alcanza al Registro Público de Comercio,o Registro Público a secas que no es incorporado ni regulado en el nuevo Código Civil y Comercial. 

De modo tal que nos encontramos con un primer problema: el Código Civil y Comercial no prevé el Registro Público, que podría denominarse como lo hacía el Proyecto de Código Civil Unificado del año 1998  de “Actividades Especiales”. Tenemos aquí un tema, seguramente de debate.

Se podrá decir que esto quedará delegado a las jurisdicciones provinciales y a la Ciudad Autónoma, pero una cuestión es el tema de las facultadas no delegadas y otra es que la norma de fondo -en este caso, el Código Civil- no regule ni la de creación de una institución como el Registro Público  con contenido  similar al actual artículo 34 del Código de Comercio. 

Lo notable es que, en esta parte, y especialmente en materia de sociedades, el Código ha tomado como fuente el Código Civil unificado de 1998, y éste Código si lo preveía y lo denominaba Registro Público de Actividades Especiales y además, preveía en otra norma, los actos y documentos que debían inscribirse  en dicho Registro. Pues bien, nada de ello entramos en el nuevo Código.

Minireforma a la Ley de Sociedades Comerciales 

El Anteproyecto de Código presentado por la Comisión Redactora, preveía la modificación de 31 artículos, todos ellos de la parte general de la ley, incluyendo 7 nuevos subincisos.. 

En la nota de elevación al Congreso de la Nación, se expresa que respecto a las reformas a la ley de sociedades, el Poder Ejecutivo ha sugerido dos cosas: primero, no introducir muchas modificaciones en una ley especial como la de Sociedades y, más aun, que existe el propósito de reformar la Ley de Sociedades y muchas cosas que preveía el anteproyecto serán incorporadas. Segunda sugerencia: la incorporación de la Sociedad Unipersonal, a la cual seguramente se referirá el Dr. Roitbarg. 

En base a estas sugerencias, se introduce una reforma que en realidad y tal lo dicho, constituye una minireforma, porque en definitiva se van a modificar 23 artículos de la Ley de Sociedades, mas un subinciso que se agrega, de los cuales 9 están dedicados a la sociedad anónima unipersonal. Es decir, como consecuencia de introducirse en la Ley la Sociedad Anónima Unipersonal, se modifica el art. 1º y otras normas que, en conjunto hacen un total de 9. Quedan, por lo tanto, otros 15 artículos que se van a modificar. 

¿Cuáles son?.En primer lugar, los artículos 5 y 6 de la Ley de Sociedades, con algunos ajustes que se hacen a los efectos de superar la remisión actual a los artículos 36 y 39 del Código de Comercio que se derogan y otras relacionadas con la publicidad de las inscripciones. Pero aquí hay un tema muy importante: el artículo 6 actual dispone lo que se conoce como el control de legalidad  a cargo del juez o de la autoridad registral. Es decir, el juez o la autoridad registral, según el texto actual, verificará el cumplimiento de los requisitos legales y fiscales y en su caso, dispondrá la toma de razón .previa la publicación que corresponda. Bueno, esto se ha suprimido en el texto del nuevo artículo 6. 

¿Omisión, una cuestión de técnica legislativa? Llama la atención porque el artículo 167 actual de la Ley,  coloca como atribución de la Autoridad de Contralor precisamente el verificar el cumplimiento de los requisitos legales y fiscales antes de elevar el expediente o la actuación al Registro Público de Comercio y este texto, se mantiene en la reforma que se proyecta. 

De este modo, existe una evidente contradicción. Por lo tanto, esta facultad la tendrán las autoridades locales de contralor, que solamente tienen competencia en materia de sociedades por acciones y no la van a tener los encargados de los Registros Públicos de Comercio o como en definitiva se llamará este Registro Público. Esto me llama la atención porque el Proyecto de Unificación  de 1998 lo preveía expresamente. 

Avanzando en este bloque de normas que se reforman en la Ley de Sociedades, teníamos en primer lugar entonces, de estos 15 artículos, el 5 y el 6. 

Luego, encontramos aquellas normas que están referidas a las Sociedades Irregulares o de hecho, atípicas o sociedades en las cuales se ha omitido un requisito esencial no tipificante. Más adelante volveré sobre este tema. 

También se reforma el artículo 27 referido a la sociedad entre cónyuges, admitiéndose esta sociedad para cualquier tipo de societario. 

También se reforman los artículos 28 y 29, referidos a las sociedades donde existen herederos menores de edad, incapaces o con capacidad restringida y, siguiendo la enumeración, se modifica el artículo 30, que alude a la sociedad socia.. Se permite a las sociedades por acciones, participar además en sociedad de ese tipo y, además, en sociedades de responsabilidad limitada y en contratos asociativos 

Más adelante se ha reformado el artículo 100 y luego el artículo 285, que está referido a la Comisión Fiscalizadora, es decir, la sindicatura plural. Como ustedes saben, el texto actual dispone que la sindicatura plural puede estar formada por abogados, contadores y por sociedad civil integrada por éstos. Como la sociedad civil desaparece del Código Civil y Comercial que se proyecta, ha sido reemplazada por una "sociedad con socios de responsabilidad solidaria". O sea que la norma proyecta una responsabilidad mayor a la que tienen actualmente los socios de la sociedad civil que, en principio, es simplemente mancomunada. 

Me parece que es exagerada esta previsión y no se ha tomado en cuenta este nuevo fenómeno que se viene imponiendo, que es la sociedad entre profesionales, es decir, las sociedades integradas por profesionales bajo la forma de sociedad anónima y de responsabilidad limitada, que por otra parte han sido reconocidas por la Corte Suprema de la Nación recientemente en el caso “Re, Ghiano y Asociados, S.A.”. 

De esta forma, el artículo 285 queda con una redacción que amerita, por lo menos una reflexión y consideración en particular. 

Si no he omitido ninguna norma, estos son los 15 artículos que junto a los 9 de la sociedad anónima unipersonal integran este bloque de mini reforma que se proyecta.

Más allá de la entidad que pueden tener algunas de estas reformas en particular, el bloque central de la reforma está dado, primero, por la incorporación de la sociedad anónima unipersonal y segundo, por esta nueva sociedad a la que en principio podemos denominar "informal" o "residual", que va a estar integrada por las sociedades irregulares o de hecho, las sociedades atípicas y las sociedades en las que se ha omitido algún requisito esencial no tipificante. Todas estas sociedades van a integrar la nueva sección IV del capítulo I de la Ley bajo el título de "Sociedades no constituidas conforme a los tipos del capítulo II y otros supuestos". 

Conforme al texto que se proyecta, la atipicidad no es causal de nulidad. Luego, la omisión de requisitos esenciales no tipificantes tampoco conlleva a la anulabilidad. Y, en tercer lugar, que esta sección va a comprender también aquellas sociedades que no cumplen con las formalidades en cuanto a los vicios de forma. 

Sobre la atipicidad y la nulidad podríamos señalar que, sin duda, en el derecho comparado, se viene advirtiendo ya desde hace mucho tiempo, una tendencia hacia la morigeración de las causales y de las sanciones sobre la atipicidad en particular. Si uno revisa las modificaciones de la legislación comparada advertirá que la tendencia es hacia la reducción de causales de nulidad y la morigeración de la sanción de nulidad por atipicidad. Sin ir muy lejos, un ejemplo muy concreto lo tenemos con la legislación uruguaya. La Ley 16.016 del año 1989 de sociedades prevé en su artículo 3º precisamente que las sociedades deben adoptar alguno de los tipos previstos y luego  la norma dispone que las sociedades atípicas quedarán sujetas al mismo régimen que las sociedades irregulares y de hecho. Es decir, en alguna medida, lo mismo que se propicia en la reforma  en nuestro país. 

Diría, entonces, que el proyecto de reformas no sólo está recogiendo esta tendencia de la legislación y la doctrina comparada, sino que también ha seguido a la letra el Proyecto de Código Civil Unificado del año 1998. En este sentido, no es ninguna novedad, porque sobre esto se viene insistiendo desde el Proyecto de legislación unificada del año 1987, seguido por la reforma del Código Civil unificado del año 1998 e incluso, el Proyecto de Reformas de la Ley de Sociedades del año 2005 y que recoge, asimismo, una firme tendencia de la doctrina nacional en cuanto a morigerar la sanción de nulidad por atipicidad y darle a este negocio jurídico, un tratamiento distinto, que no sea su nulidad absoluta.. 

De cualquier forma, hoy en día también podemos decir que la sociedad que se declara nula, en cuanto a su actuación anterior, indudablemente debe considerarse como si fuese una sociedad irregular o una sociedad de hecho. La diferencia radica en que la nulidad por atipicidad debería ser declarada por un juez a solicitud de parte interesada y, en cambio, el planteo de una irregularidad solamente la podrían hacer los socios, y los socios que no están conformes con la disolución podrían plantear incluso la regularización en virtud del artículo 22 de la Ley actual. 

En definitiva, la sanción de nulidad y la de irregularidad tienen un parentesco muy cercano en cuanto a sus efectos.

Con respecto a las normas que se proponen en esta nueva Sección IV de la Ley, se introduce una novedad muy importante con respecto a las sociedades que podemos denominar residuales o informales y es la invocación del contrato entre los socios, como también pueden ser invocadas todas las cláusulas relativas a la organización jurídica de la sociedad. 

Esto supera muchos inconvenientes actuales que tienen los socios de las sociedades de hecho, donde no pueden plantear, entre otras cuestiones,la rendición de cuentas a los administradores, como tampoco, demandar que se complete la integración de los aportes que se han comprometido a la sociedad. En alguna medida, esto se vería superado al admitirse que, precisamente, el contrato puede ser invocado entre los socios. 

Cambia sustancialmente el régimen de responsabilidad. Se supera el régimen actual de responsabilidad solidaria y limitada sin admitirse el beneficio de excusión  y se modifica por el régimen de las obligaciones simplemente mancomunadas, salvo que se pacte la solidaridad o que ésta pueda derivar de ciertos supuestos que la norma proyectada contempla . 

Vemos en esta parte que subyace la sociedad civil, recordando que ésta tiene un régimen de responsabilidad similar, es decir el de las obligaciones simplemente mancomunadas. Aquella obligación que cada uno responde por partes iguales según, en esa expresión de Velez Sarsfield que siempre ha llamado la atención, por  "su porción viril". 

Con respecto a los bienes registrables, se introduce una modificación  importante, y es que se proyecta que la sociedad podrá adquirir bienes registrables a su nombre, acreditando ante el registro la existencia y las facultades que tiene su representante.

Sin duda estas reformas ameritarían otras consideraciones pero advierto que el tiempo asignado ha concluido de modo que termino con una reflexión que alguna vez he leído en el Discurso Preliminar del Código Civil francés de 1808 de Portalis, que decía: "Las leyes no son puros actos de poder. Son actos de sabiduría, de justicia y de razón. El legislador ejerce más un sacerdocio que una autoridad. No debe perder de vista que las leyes están hechas para los hombres y no los hombres para las leyes". Ojalá que esto también presida las decisiones que, en última instancia, toma el Congreso de la Nación. Muchas gracias.

Sociedades unipersonales 

MARCELO ROITBARG:


El tema de la sociedad unipersonal estuvo en doctrina y en las primeras legislaciones que la incorporaron ligado a la administración de la responsabilidad del empresario individual. 

¿Por qué es esto así? Porque en un concepto que está arraigado en nuestra legislación.

El patrimonio de la persona es único e indivisible aunque nuestro Código Civil sólo lo prevé en una nota no obligatoria pero, sin lugar a dudas,  la Justicia lo tiene así y todos lo tenemos incorporado de esta manera. 

Entonces, si el patrimonio general es único e indivisible, si una persona quiere separar y asignar parte de ese patrimonio a un emprendimiento comercial o productivo, necesariamente responderá por las deudas de dicho emprendimiento con todos sus bienes. 

En un criterio de Justicia.Parece no ser muy bueno. Entonces, se empiezan a buscar soluciones. En nuestro país, a partir de 1937, cuando hay un primer artículo que habla de empresa individual, de responsabilidad limitada y después sucesivos proyectos y anteproyectos, se trató de ver cuál era la mejor forma de limitar la responsabilidad del empresario individual. 

Algunos hablaban de la empresa individual de responsabilidad limitada, otorgándole personería al establecimiento o a la empresa. Otros, hablaban de la sociedad unipersonal. 

En estos primeros tiempos, incluso se confundía criterios jurídicos con criterios éticos o morales cuando se decía que las deudas había que honrarlas. El sólo pensar con las limitaciones de la responsabilidad es un concepto que no puede aceptarse. 

En la Conferencia Nacional de Abogados de 1940, aunque pareciera que el ámbito no era el específico para discutir algo así, allí se da una de las más grandes discusiones con relación a este tema, la limitación de la responsabilidad del empresario individual. Allí, civilistas y comercialistas se sacaron chispas y con exposiciones brillantes de uno y otro lado, cada uno sustentó sus opiniones. 

Este tema, podemos decir, que se extendió hasta la ley de sociedades comerciales. O sea, hasta el año 72. Cuando en ese año se sanciona la ley 19.550, la doctrina ya se empieza a ocupar de otros asuntos. Ya tiene un amplio margen de nuevos temas, y empieza la discusión de éstos; o sea que la agenda de discusión doctrinaria en materia societaria está determinada por la ley de sociedades. Así, por diez años más, hasta que la sale la reforma importante, la 22.903, no se hablaba de sociedad unipersonal. 

El único, digamos un precursor, fue Le Pera, que ya en el año 74 anticipaba su opinión contraria a la ley de sociedades, y se inclinaba hacia la unidad unipersonal como un modo de limitar la responsabilidad del empresario individual. Decía, esencialmente, que si las nuevas instituciones no se podían clasificar en las categorías jurídicas ya existentes, habría que inventar una nueva o habría que seguir los reclamos de las operaciones comerciales.

A partir de 1987, con la 1ª ley de unificación de la legislación civil y comercial, se instala el tema de la sociedad unipersonal. En todos los proyectos que siguieron del Código Civil y proyectos y anteproyectos de reforma de la ley de sociedades comerciales, se incluyó la sociedad unipersonal, tanto para las sociedades de responsabilidad limitada como para las sociedades anónimas. 

¿Qué significaba esto? De algún modo, se respondía al primer requerimiento. La limitación de la responsabilidad del empresario individual se satisfacía con la sociedad de responsabilidad limitada unipersonal y la sociedad anónima unipersonal, de algún modo posibilitaba la concentración y agrupamiento empresario, que era un requerimiento que ya se veía en el Derecho europeo.

Llegamos al actual proyecto de Código Civil y Comercial. Se consagra la sociedad unipersonal. Pero, ahora sí, limitada a la sociedad anónima. Y la exposición de motivos deja en claro que la finalidad no apunta a la limitación de la responsabilidad del empresario individual. La exposición de motivos dice: "La idea central no es la limitación de responsabilidad, sino permitir la organización de patrimonios con empresa en beneficio de los acreedores de la empresa individual de un sujeto con actividad empresarial múltiple".

Entonces, como se regula sólo como posibilidad la sociedad anónima, que se prevé con vistas a evitar el fraude a los acreedores o evitar segundas intenciones, que una sociedad unipersonal no puede ser, a su vez, constituida por otra sociedad unipersonal. Pero hasta ahí, no hay nada más. 

Las normas que se incluyen en la modificación parcial de la ley de sociedades, que sin lugar a dudas debe ser modificada porque tiene muchas omisiones y algunas contradicciones, agregan a la sociedad anónima unipersonal entre las sociedades sometidas a control estatal permanente y, entonces, se le exige en correspondencia la sindicatura colegiada plural. 

De todos modos, ya es claramente la definición de hacia donde va la ley que, por supuesto, no limita la responsabilidad del empresario, sino que favorece los conglomerados ya sea favoreciendo la empresa subsidiaria integral o las filiales al 100%. 

Deja sin respuesta el tema de la limitación de la responsabilidad del empresario individual. De algún modo, como anticipó el Dr. Ragazzi, la idea es que en el futuro podamos tener estos problemas solucionados. 

El fin primordial de la reforma, entonces, es hallar una herramienta jurídica apta para la consagración de los conglomerados empresarios. Se trata de un instrumento útil para abarcar la problemática de las filiales o subsidiarias totalmente controladas. Cuando nosotros pensamos en cuáles fueron los antecedentes tenidos en cuenta del Derecho europeo para aceptar la sociedad unipersonal tanto en los proyectos anteriores al 87 hasta aquí, se tuvieron muy en cuenta las directivas de la comunidad económica europea. Específicamente, la duodécima directiva, que se encaró primordialmente como un modo de conseguir la creación, la difusión de las pequeñas y medianas empresas. Para eso, era necesario que en todos los regímenes europeos se diera cabida tanto a la sociedad unipersonal, o bien alguna solución jurídica que previera la limitación de la responsabilidad del empresario individual. 

Hoy, con esta novedad, me parece que la reforma es escasa. No servirá como disuasión para la utilización de las sociedades de cómodo, no va a servir para disuadir a aquellos que quieren seguir utilizando el negocio fiduciario o el negocio jurídico indirecto como un modo de conseguir soluciones que la ley no le permite. 

Básicamente, esto es lo esencial de la parte de sociedades. 

"El impacto del Proyecto sobre la actividad del contador "

EDUARDO FAVIER DUBOIS:(h) 

Impacto del proyecto en la actividad profesional .

La reforma regula los contratos comerciales, les da tipicidad. Todo contrato que vieron que estaba en doctrina, en jurisprudencia, ahora ya los tenemos consagrados en la ley y creo que en esto el proyecto es muy interesante. 

Regula los títulos de crédito, los contratos bancarios y luego unifica las sociedades. Esta unificación es un cambio importante, porque hasta ahora nosotros teníamos que si había dos o más personas que hacían un aporte común para un fondo común con el cual iban a realizar actividades bajo la gestión común (ya sea administrando, ya sea aprobando balances o nombrando directores) era sociedad. 

Ya no. Para ser sociedad ahora tenemos el requisito comercial: empresa. Forma organizada de los factores de producción para el intercambio de bienes y servicios. Este es el único límite que tiene la unipersonal. 

Hay una cosa que el Dr. Manovil nos va a tener que señalar y es dónde quedó la sociedad civil. Si no tenemos actividad empresaria, aunque tengamos todos los elementos del contrato social clásico, nos vamos a un negocio asociativo. Este es un cambio bastante sustancial que hay que ver cómo juega. 

Por supuesto, sabemos que la reforma no toca la Ley de quiebras, de navegación, y otras leyes complementarias. 

Del proyecto diríamos que es interesante la impronta contractualista. Ya no es tanto el Estado el que te protege, en lo contractual vale lo que pactaste y vale lo que miraste y lo que conociste. En esto, me parece que realmente es muy interesante. 

Creo que el proyecto peca de demasía: toca todo, rompe todo, tira 200 años de tradición civil. Y lo que por ahí había que hacer era un cambio en la parte de la familia, poner la unificación de contratos civiles y comerciales reclamada y alguna cosa más. 

Sí le falta al proyecto, comparto con el Dr. Ragazzi, el Registro Público de Comercio, que es una institución fundamental. Y estamos necesitando el Registro de Denominaciones Sociales Federales, para que no se inscriban con distintos nombres en distintas provincias; un registro nacional que funcione; el famoso Registro de Concursos... necesitamos más información, más registro, mas centralidad y esta reforma deroga el registro. 

Necesitamos control de legalidad previo, y esto es fundamental, porque es lo que le da presunción de legitimidad a lo que se inscribe, esto hace a la esencia de un sistema preventivo como el argentino. Esto me parece muy grave, incluso hasta han puesto a la oposición de parte interesada. 

No hay un estatuto del eje del capitalismo. ¿Cuál es este eje? Internacionalmente, empresas multinacionales, el capital financiero internacional. Nacionalmente, las empresas. O el empresario. O el comerciante. Hay un eje del capitalismo: ¿dónde está regulado? ¿Dónde está el estatuto del empresario, el estatuto del comerciante o el estatuto de la empresa? En ningún lado.

Después también da el mismo tratamiento a los comerciantes y no comerciantes, a los negociantes y no negociantes, eso es discutible. Si vemos, por ejemplo, la rendición de cuentas -que está tratado- pero permite eximir, permite renunciar anticipadamente, que es lo que sucedía en el Código civil pero no en el comercial. Es decir, en algunas soluciones se inclinó hacia un lado o el otro pero, ¿esto es lo más coherente?

Vamos al análisis del proyecto frente a la profesión contable, lo que nosotros llamamos Derecho Contable. 

Primer tema: hay una gran discusión sobre la responsabilidad del contador, sobre todo cuando es auditor. Cuando el contador audita estados contables, hay un asunto vinculado a su responsabilidad. Yo comparto la línea que dice que es una obligación de medio: si tomó todas las diligencias y no obstante no descubrió fraude o lo que fuese, no tiene que ir preso. Si hay fraude, la carga será del contador auditor. Y esto ya venía manifestándose en la jurisprudencia. Fíjense en el caso del supermercado Norte. Esta transferencia de un paquete accionario donde se había auditado un balance que tenían unas notas de crédito y débito inventadas, y que después se revirtieron, que terminó con el contador auditor preso pero por no cumplir el art. 7, no porque había algo más que eso. 

Fíjense en otro caso que tuvimos en concursos. En el caso Ponce vinieron a verificar un crédito por un incumplimiento de alquileres, que se había alquilado un local con una garantía que era un seguro de caución obtenido en base a una certificación de un contador que decía que era una serie de activos que no existían. La justicia comercial lo declara responsable. 

Entonces, en este debate sobre la responsabilidad del auditor contador y del contador certificante, es interesante la solución del proyecto. El artículo 1.768 dice: "....la actividad del profesional liberal está sujeta a las reglas de la obligación de hacer". Es una obligación de medio, no de resultado. "La responsabilidad es subjetiva excepto a que se haya comprometido a un resultado concreto". 

Primer punto que me parece importante del proyecto sobre la profesión contable, que establece algo que ya estaba pero que lo consagra expresamente en el debate. Es una obligación de medio y no una de resultados. Es decir, el contador cumple las normas de práctica profesional que le impone la ley y la profesión. No debe responder si cumplió con todas sus diligencias. 

Segunda cuestión: las sociedades de profesionales contables, que pasan desde nuestra sociedad de hecho con nuestra mujer o socio a los grandes estudios de auditoría internacional. Es una gran discusión si podían ser una sociedad comercial, anónima o si debía ser una sociedad civil, porque es una actividad profesional. Y es cierto, la actividad profesional históricamente fue una relación de confianza con un cliente. Pero, ¿y cuándo el cliente es una corporación? ¿Cuál es esa relación de confianza? 

Si el cliente de alguna manera se despersonaliza, ¿por qué no puede personalizarse el prestador mientras se cumplan ciertas reglas cumpliendo los códigos de ética y las exigencias profesionales? Esta discusión ya está zanjada. En todo el mundo existen los estudios de auditoría y estudios de abogados enormes de miles de personas. El tema es cómo estas sociedades de profesionales funcionan. 

Esta discusión, que se había activado con la resolución 7/05 con su artículo relativo a que las sociedades que se admitían eran las de medios, o sea una sociedad que organiza pero que no presta el servicio, sino que contrata el propio profesional. 

Hoy día ya es claro que las únicas sociedades que existen son las "comerciales" o las tipificadas y los profesionales podrán hacer esto. También tenemos el artículo 285, que nos dice sobre la sociedad entre profesionales con responsabilidad solidaria. Y habrá quien diga que es atípica, que ninguna sociedad hoy tiene responsabilidad solidaria. 

Pero a lo que está aludiendo esta ley que dice que la sindicatura puede ser hecha por una sociedad de abogados, contadores con responsabilidad solidaria, se refiere a la responsabilidad frente al cliente. La responsabilidad del profesional por mala praxis frente al cliente no se puede limitar y eso jamás se podrá limitar, diga lo que diga una cláusula esto va a ser inoponible a esa relación frente al daño al cliente. En este sentido, se está refiriendo a la solidaridad, que por supuesto resultará del profesional, resultará pactada, resultará una cláusula como generalmente se ponen en los estatutos de las sociedades profesionales diciendo que la limitación del tipo no afecta a la responsabilidad del profesional frente al cliente, que será solidaria con todo el grupo.

Esto nos lleva al tema de la necesidad de la reglamentación interna de la sociedad de profesionales. No podemos hacer una sociedad de profesionales sin plantear cómo va a funcionar todo el sistema de administración, de clientela, y cuestiones de carrera dentro de la organización y mil cosas más.

El articulo 27, que nos trae la posibilidad de sociedad entre cónyuges, incluso sociedades de hecho, facilita también mucho la sociedad profesional entre cónyuges. Creo que esto ayuda mucho a la profesión contable.

Finalmente, vamos a ir ya a contabilidad. Estaría eximida de llevar contabilidad una sociedad de contadores si es de hecho y no está organizada como empresa. Podría ser exenta también por una autoridad local según el volumen del giro. 

Otra novedad es el nuevo ámbito de actuación del síndico societario. Recordamos que la prescindencia de la sindicatura no va a funcionar en la sociedad anónima unipersonal, sociedad a la que -como siempre se dijo- le faltan algunas normas niveladoras para evitar fraudes y abusos. Ahora se puso una norma niveladora. 

Para terminar: la nueva regulación de la contabilidad. La nueva regulación está, en su parte principal, en los artículos 320 a 331, donde el Código la trata después de las formas de los actos jurídicos. También hay algunas normas dispersas. 

Finalmente, el consorcio de cooperación tiene también una norma específica sobre sus recaudos contables. 

Esto nos lleva al concepto de sujeto obligado. ¿Quién está obligado a llevar contabilidad? Los que son personas jurídicas privadas, ahí no hay ninguna duda: todos tienen que llevarla. Y esto es positivo, porque no teníamos en claro las normas de fondo en esta cuestión. Pero luego, la fórmula del artículo 320 es un poco difícil de asir. "Todas las personas jurídicas privadas", bien."Quien realice una actividad económica organizada...". ¿El empresario? "...O son titulares de una empresa de establecimiento comercial, industrial o de servicios". Es un poco inasible este concepto y creo que, además, nos quedó afuera la interposición en los cambios no organizada como empresa. Nos queda afuera el comerciante. El comerciante no tiene que llevar más contabilidad, si no tiene una empresa. 

Tiene un criterio dimensional que es importante, que es que deja las profesiones liberales fuera de la contabilidad, y finalmente puede eximir las actividades que por volumen de su giro resulta inconveniente sujetar a tales deberes según determine cada jurisdicción local. Ahora, que el comerciante con un volumen de giro pequeño que no tenga que llevar una gran contabilidad es una cosa, pero que no lleve nada es otra cosa. No lo puedo eximir, a lo sumo lo puedo simplificar. 

También parece que están obligados a llevar contabilidad aquellos que deben rendir cuentas, porque el artículo 859 inciso D dice que va tener que rendir cuenta según sus libros. ¿Quiénes deberán rendir cuentas? Todos los que contraten en interés ajeno y aquellos casos en los que haya disposición legal. Con lo cual, la fórmula de quién debe llevar contabilidad y quién no nos quedó muy dispersa para los no matriculados.

En cuestiones técnicas, el Instituto Autónomo de Derecho Contable está preparando una declaración con respecto a imprecisiones. El mayor reclamo es sobre cómo se forma cada cuenta, qué sucede con los saldos, las cuentas con las sociedades, cuestiones sobre qué pasa en una sociedad. Esto es una sugerencia que tampoco se tuvo en cuenta.

Por último, y con esto cierro: la contabilidad no es sólo un sistema de reconocimiento de hechos económicos, de registración de procedimientos, de exposición. Es mucho más. Sin contabilidad no hay capitalismo, dicen. Que es el idioma de las empresas, que es universal. Pero la contabilidad es un sistema vinculado a la responsabilidad en los negocios. Así como es toma de decisiones del administrador, del inversor, también es la que revela las conductas, las actividades y los movimientos de fondo. ¿Qué es lo mejor que puede pasar hoy en Argentina? Que no aparezcan los libros. ¿Qué sanción hay en el nuevo Código si no aparecen los libros? Nada. 

Tiene que haber un régimen estricto de sanción al que no presente los libros en forma cuando se lo requiere. Y la sanción tiene que ser, por un lado, una presunción de fraude y, segundo, la posibilidad de alguna multa. Nada más, muchas gracias.

"Contratos asociativos y otras reformas .Modificaciones efectuados por el PEN al proyecto originario" .

RAFAEL MANOVIL

Ante todo, agradezco la invitación. Debo comenzar por aclarar algunas cosas. La primera es que el proyecto de Código y de su ley complementaria es un proyecto de la comisión redactora. 

Fuimos numerosas personas los llamados a colaborar en puntos específicos. Por lo tanto, sólo puedo hacerme responsable en lo personal de las pocas cosas que se me encomendaron, no del resto. 

La segunda cuestión que es importante aclarar es que este Código no nació de la nada. En grandes partes, es reproducción, corregida o no, de propuestas que se vienen gestado desde el proyecto de unificación del 87, pasando por el del 93 (que el Dr. Ragazzi omitió) y, sobre todo, el del 98, que fue consolidando unas cuantas cosas. 

Y como antecedente falta un documento importantísimo que es el proyecto de reformas a la Ley de Sociedades de los profesores Anaya, Bergel y Etcheverry, del cual lo que había proyectado la Comisión Redactora tomó textualmente la mayor parte de las 31 normas con propuestas de reforma. Entre otras, el artículo 5º, que suprimió el control de legalidad. Esto viene literalmente del proyecto de Anaya. No es, pues, un golpe bajo para evitar que este gobierno invasor no nos invada también en este aspecto, ni se trata de quitarle facultades al Estado. 

Las buenas intenciones del anteproyecto, en materia societaria, quedaron ampliamente desdibujadas. Primero, porque se le quitó la mayor parte para remitirlo a una reforma de la Ley de Sociedades que -y tiemblo, personalmente- no entiendo cómo puede salir en esta época política. Es cierto que lo proyectado era una modernización que iba más allá de lo que era necesario en este momento para hacer potable este nuevo Código Civil. Hublo algunas normas que tal vez se excedían, pero otras que significaban realmente un progreso extraordinario. Por ejemplo, todo lo referido a los medios de comunicación para la celebración de las reuniones de los órganos sociales. También la cuestión de la simplificación de la resolución de conflictos. Se tomó como base el proyecto Anaya y se implementó una sistemática para tratar de acortar los tiempos de conflicto y fundamentalmente para introducir el instrumento del arbitraje en materia de conflictos societarios. Todo eso voló.

También se introdujo un texto de Anaya, Bergel y Etcheverry respecto de la inoponibilidad de la personalidad jurídica para aclarar ciertos aspectos, para recoger un principio que, en una ponencia el Dr. Favier Dubois hijo presentó junto con el Dr. Bargalló en un congreso sobre la prevalencia de los terceros de buena fe. Yo no estoy de acuerdo con esto, pero el anteproyecto lo recogió. 

En la parte general de personas jurídicas, quedó el texto del proyecto Anaya mientras que en la Ley de Sociedades quedó el texto viejo, lo cual puede dar lugar a algunas contradicciones que deberá resolver la jurisprudencia si lo enviado al Congreso se sanciona como ley. 

Hay una o dos cosas que quiero señalar con énfasis porque fueron tratadas antes. Una es la del artículo 1º y la sociedad unipersonal. Los fundamentos quedaron tal como fueron redactados por la comisión redactora, pero el texto de la ley cambió. O sea, lo que se había previsto era que pudiera constituirse como sociedad unipersonal cualquier tipo, incluso la sociedad colectiva. De allí la referencia a la desvinculación de la cuestión de la responsabilidad de los socios respecto de la aceptación de la sociedad unipersonal, conviritiéndola mucho más en una estructura de funcionamiento empresario, casi institucional. 

En ese plano, la reforma fue absolutamente liberal, porque consideró la Comisión que tanto peligro puede provenir de una sociedad pluripersonal fraudulenta como de una sociedad unipersonal fraudulenta. Y como no me canso de repetir, la mayoría de los argentinos somos decentes. La mayoría de las sociedades que se constituyen son para realizar negocios genuinos. Y para curar los males que pueden provenir de casos de fraude, existen en nuestro sistema jurídico, mucho más que en el derecho comparado, instrumentos más que sobrados para acotar cualquier exceso o para aplicar la inoponibilidad de la personalidad jurídica. La Argentina fue el primer país que convirtió esta construcción en norma escrita, más allá de las construcciones jurisprudenciales del derecho comparado. 

Es decir, tengo genuino enojo por la malintencionada tijera que cortó hasta la inutilidad absoluta la posibilidad de la utilización de la sociedad unipersonal. Como se dijo, nadie va a usar esta figura cuando tiene las restricciones que tiene, cuando va a estar sometida al control permanente del Estado, así sea que el socio único fuese el modesto verdulero de la esquina. 

Es decir, es ésta una de las aberraciones de la desconocida tijera que, por razones que ignoro, no se atrevió a eliminar de cuajo la sociedad unipersonal. Puede ser que ello haya sido porque la Presidente lo había prometido en los diez puntos que expuso como su gran reforma: pero quien usó la tijera la modificó de tal forma que se hizo totalmente inutilizable. 

Otra cosa que me genera horror y espanto es lo que hicieron con el artículo 30. La comisión había proyectado la derogación lisa y llana de la incapacidad de derecho que establece hoy dicho artículo, generando confusión. Nuevamente aquí, la comisión adoptó  el proyecto Anaya, Bergel y Etcheverry. ¿Qué hicieron del artículo 30 en sede ministerial? Simplemente agregaron que la sociedad por acciones también puede ser socia de una SRL y ser parte de contratos asociativos. Chocolate por esta última noticia. Precisamente para esto en 1983 se legisló sobre ellos, para que las sociedades puedan ser parte de esos contratos. Además, cualquier sujeto de derecho, como lo son las sociedades, tiene capacidad para hacer cualquier tipo de contrato. 

Una última reflexión acerca de algunas cosas que se dijeron. No estoy de acuerdo con mi distinguido amigo, el doctor Ragazzi, en que solamente pueda adquirir bienes registrables la sociedad que no se constituye de acuerdo a uno de los tipos del Capítulo II. La sociedad a secas, para simplificar, si puede adquirir un bien registrable obviamente no puede quedarse con él en propiedad de manos muertas. Puede realizar cualquier negocio jurídico sobre ella y, ante todo, volver a enajenarlo. Me parece que algunas interpretaciones demasiado detallistas o limitativas de lo que el legislador ha querido son  aquí inoportunas. 

El tema que tenía que resolver esta comisión unificadora, al igual que todas las anteriores al unir el derecho civil y comercial en su totalidad, era el de dónde meter a las sociedades civiles. Esa fue la razón por la cual se trató de inventar un modo de respetar lo que hoy son las sociedades civiles con responsabilidad mancomunada, con contratos exigibles y oponibles entre los socios y eventualmente ante terceros, con el régimen de las figuras no regulares o atípicas o con defectos no tipificantes que tiene hoy la Ley de Sociedades. Este no es mi tema de hoy, pero lo dejo dicho para que se entienda el motivo de algunas normas de compromiso. 

El tema que me corresponde hoy es el de los contratos asociativos. Desde el proyecto de reforma de 1993, en criterio recogido en el proyecto de 1998, se traslada todo tipo de contrato de colaboración, como hoy lo conocemos, colgado al final de la Ley de Sociedades, a un capítulo que se llama "Contratos asociativos". A partir de éste se establecen algunas normas de tipo general. 

La primera de ellas establece con claridad que esos contratos y la sociedad accidental o en participación no son sociedades ni son sujetos de derecho, y que a partir de ellos no aparece una sociedad. Esta distinción me parece de una gran importancia. La sociedad, definida en el artículo 1º de la Ley de sociedades, tanto en el actualmente vigente como en el nuevo, es una organización que tiene claramente como causa fin correr juntos los que participan de ella el riesgo empresario, tratando de que el riesgo empresario corrido en común se traduzca en utilidades a repartir y de evitar que se traduzca en pérdidas a soportar. Por lo tanto, esta causa fin, que es propia y distintiva de la sociedad, es la que la distingue de todos los demás contratos, en particular, de los contratos asociativos o de colaboración. 

Hoy en día, la distinción quizás sea más importante que lo que sería en el futuro si se sanciona el proyecto tal como está en este momento. 

La importancia mayor de la actualidad deriva de que si nos ubicamos en las esferas de la libertad contractual, como existe garantizada por el artículo 1148 del Código Civil y por el artículo 1197, que le da fuerza de ley (normas que están reproducidas en el nuevo Código proyectado), en el marco de las sociedades nos movemos en el ámbito de la tipicidad. La falta de tipicidad determina ciertas consecuencias. Esta distinción sobre la cual no tengo tiempo de extenderme mayormente, es la que determina la absoluta necesidad de que los contratos asociativos sean mantenidos dentro de la esfera de la libertad; y sean claramente distinguidos de la sociedad. 

En el proyecto se trasladan los contratos hoy vigentes, como la sociedad accidental o en participación (con el nuevo título de negocio participativo), la unión transitoria, la agrupación de colaboración y también el -perdonen- mal nacido consorcio de cooperación de la Ley 26.005. La comisión no se animó a derogarlo porque fue sancionado durante este mismo gobierno, pero sí modificó una norma que es la peor de todas las de la Ley 26.005, que dice que si se inscribe es un contrato y, si no se inscribe, es una sociedad, lo cual es un disparate lógico que no tiene cabida en el pooyecto. 

Me importa resaltar que tanto la unión transitoria como la agrupación de colaboración siguen siendo en el proyecto contratos que se inscriben en el registro. ¿Para qué sirve un registro? ¿Para que los burócratas amontonen papeles, o para que el ciudadano pueda informarse y ver qué es lo que ocurre en el mundo de los negocios? Mas esta función no la cumple la IGJ, ni la mayoría de los organismos equivalentes de las provincias, de modo que no me rasgo las vestiduras si no se legisla específicamente sobre los registros, como se han oído algunas críticas. Si alguien arma algún día un registro en serio, que sea de acceso público e inmediato, el tema podría volverse a discutir. 

Al trasladarse los contratos al cuerpo del Código, se establece expresamente que, aunque estas son figuras nominadas o tipificadas en el texto legal, existe plena libertad para que las partes formulen sus contratos de cualquier otra manera. Con ello se desmitifica la cuasi personificación que muchos operadores del Derecho han hecho mentalmente, sobre todo de la unión transitoria de empresas, y se mantiene bien claro el carácter contractual que tienen ambas figuras. 

Además, se liberaliza su uso. Estos son instrumentos al servicio de la actividad empresaria y no para que un burócrata controle más cosas ni para que admita o rechace la inscripción o el uso de una de estas figuras. Por eso, se eliminan las caracterizaciones y restricciones que, tal vez inconcientemente, entraron en la reforma de la ley de 1983, como por ejemplo el carácter empresario de las partes, las sociedades respecto de las que se discute si son solamente las regulares o también otras figuras o sujetos. Es decir, se liberaliza el espectro de los sujetos que la pueden utilizar. Lo mismo ocurre con las restricciones que hoy, aparentemente, tiene la unión transitoria de empresas en cuanto a su finalidad. Se admite, en el nuevo texto, que sean utilizadas no solamente para construir un puente sino puentes en plural. Esto tiene elevada importancia en la práctica en el uso de la unión transitoria para negocios de duración, como los que en el marco de la medicina o de la prestación de servicios médicos y contratos con sanatorios es de uso muy frecuente. 

GUILLERMO RAGAZZI:

Como no es la primera vez que me toca hablar antes de mi amigo, el Dr. Manovil, quiero comentar simplemente lo siguiente. 

Rafael, vos también omitiste referirte al proyecto de reforma a la Ley de Sociedades de 1991, así que no me achaques esa omisión del 93. 

En segundo lugar, ese proyecto de reforma, avanzaba sobre el tema del control en general y de la autoridad en contralor. Suprimía a la Inspección General de Justicia. Mantenía, por supuesto, los Registros Públicos. En definitiva, todo el tema del contralor pasaba por el contralor en relación al objeto, de modo tal que seguían subsistiendo el Banco Central, la Superintendencia de Seguros, etc. Pero el contralor general que establece de la Ley de Sociedades quedaba suprimido en ese proyecto.

En tercer lugar, con respecto a los bienes registrables, es posible que efectivamente la lectura muy detallista me ha llevado a señalar que solamente alude a "adquirir". Pero también uno puede pensar si esto fue adrede. Porque, sino, hubiese puesto la "adquisición" y la "enajenación". Pero no lo puso. ¿O acaso está impulsando que la enajenación solo podrá hacerse cuando se regularice la sociedad?

Con respecto a lo que comentaba el Dr. Favier Dubois, y esto es un comentario complementario, en materia de asociaciones civiles se impone, en el proyecto, una comisión fiscalizadora cuando los asociados son más de 100. Cuando son más de 100, deben tener una comisión revisora de cuentas. Ahora, esta comisión u órgano de fiscalización y leo textualmente, "deberá contar con título profesional que habilite para esas funciones". No sólo eso. "En las sociedades civiles que establezcan la necesidad de una profesión u oficio específico, los integrantes del órgano de fiscalización no deberán tener título habilitante". O sea, en las sociedades profesionales no se exige para ser miembro de la comisión revisora de cuentas un título habilitante.

PREGUNTAS FORMULADAS EN EL EVENTO  

Las sociedades accidentales en participación, pasan a ser en el proyecto contratos asociativos en lugar de sociedades .Se modifica en el proyecto el hecho que las sociedades anónimas no podrían ser socias de sociedades accidentales o en participación. Lo impedía la redacción del artículo 30. Se empezaría a dar la posibilidad que las sociedades anónimas puedan emprender negocios transitorios. Por eso, parecería que la ubicación distinta que tiene ahora la sociedad accidental tiene por efecto el permitir que las sociedades anónimas puedan realizar ese tipo de actividades bajo la forma de contratos asociativos. Esto es así ? 

Con respecto al punto de las sociedades unipersonales, considero que que la denominación que corresponde es la de de "empresa individual de responsabilidad limitada." Llamar sociedad unipersonal a una sociedad de una sola persona va en contra de la definición misma del artículo 1 de la ley, que busca la unión de personas para emprender una negociación común. Y mucho menos anónimas, porque la división de capital de la sociedad unipersonal en acciones tiene por finalidad la de facilitar el voto. ¿Y quién va a votar si hay uno sólo? Así que no me parece coherente la idea de que sea con una anónima, salvo  que se legislara.

En fin, muchas lagunas y cosas sin solucionar. Yo hago la pregunta, finalmente, qué pasaría si se sancionara el proyecto tal como está redactado.?

RESPUESTA Dr. Manovil 

Creo que la realidad que imponen desde las distintas épocas en la actividad económica determina que los dogmas jurídicos con los que fuimos educados vayan cayendo. 

La razón por la que categóricamente estoy a favor de la sociedad unipersonal y no de la empresa individual de responsabilidad limitada, es, en primer lugar, porque la empresa individual es solamente para la persona física que quiere limitar su responsabilidad.

En segundo lugar, porque la estructura de la sociedad anónima o de cualquier otro tipo, es una estructura que tiene la característica de ser un contrato plurilateral de organización.

Ya sé que me van a decir que el contrato requiere dos partes pero no me importa. Porque también el patrimonio es indivisible, y sin embargo llega un momento en que hay fideicomisos, una cantidad de cosas que hacen que el patrimonio se divida. 

Es un contrato plurilateral de organización, estoy convencido, aunque sea unipersonal. Porque no es el momento de la creación lo que importa. Lo que importa es la estructura jurídica que se crea, que es de un nuevo sujeto, en el cual confluyen infinita cantidad de vínculos posibles. 

RESPUESTA Dr. Ragazzi 

Quisiera agregar, si me permiten, simplemente un dato. Como saben, el Derecho europeo se ha abocado en general sobre la sociedad de un solo socio sobre el modelo de empresa de responsabilidad limitada. Como decía, el Dr. Roitberg, citando la 12ª  directiva, ahí comienza la SRL pero también se admite la sociedad anónima. 

Ahora, son interesantes los últimos modelos, en especial el español, que son tan fluidos, que uno puede crear una sociedad unipersonal, pero la misma persona o estructura jurídica puede tener durante la vida dos o más socios, y en un momento determinado, volver a la unipersonalidad, y sigue siendo la misma persona jurídica. Este es el modelo de SRL de España, un modelo muy fluido, muy dúctil, que casualmente admite la uni y la pluripersonalidad, sin cambiar la personalidad jurídica.

CONCLUSIONES DEL DEBATE  

Una pregunta para cada uno de los panelistas.Aquí parece que estamos ante un delito sin autoría, porque no se sabe quién mochó el  anteproyecto . 

Yo le pediría a los panelistas,para ir redondeando , que indiquen , cada uno ,dos conceptos clave que considerarían esenciales incorporar o sacar de la Ley de Sociedades vigente ante el proyecto elevado por el PEN .

MARCELO ROITBARG

A mí me parece que las situaciones de las sociedades irregulares y de hecho no pueden tener tantas modificaciones, desde ser una forma odiada, como parecía ser en las leyes de sociedades, a una modalidad aceptada y, ahora, pasa a estar en una situación realmente favorable. 

Hoy, tiene un régimen de responsabilidad mucho más benigno. Esto, me parece, tiene que revisarse y dársele fisonomía. Creo que el mezclar la atipicidad con la irregularidad, necesita alguna precisión.  Por lo menos para saber si esto se impulsa o no.

En todo este tiempo, se han creado sociedades y he visto que, en materia de derecho transitorio, también hay modificaciones. Yo tampoco sé todavía cómo se aplica la nueva ley a las consecuencias de las relaciones jurídicas nacidas al amparo del anterior. Yo quisiera mayores precisiones en este aspecto.

EDUARDO FAVIER DUBOIS

El grave problema de la Ley de Sociedades es que considera a los socios inversores, cuando a lo mejor no lo son, y les da una serie de derechos que en la anónima parecen indisponibles. Creo que lo que habría que buscar son mecanismos para prevenir y gestionar los conflictos. 

En el caso de la prevención, tendría que estar la mediación obligatoria, terminando con un arbitraje. ¿Por qué el arbitraje? Por la confidencialidad. La mitad de los problemas se refieren a los extracontables. Tenemos que darle un ámbito de negociación. Ningún pleito societario no termina sino es por una negociación, salvo casos raros. 

Luego, necesitamos una norma que permita la salida del socio. Y, finalmente, creo que tendría que haber un régimen de más disponibilidad interna de las relaciones entre los socios y la sociedad. Pienso que esto está demasiado estricto, cuando podría ser más consensuado. 

GUILLERMO RAGAZZI:

En realidad es muy pretencioso de mi parte en estos momentos decir a qué reformas aspiraría. En todo caso, mi modesta experiencia indicaría que un buen parámetro como criterio general lo ha fijado la reforma de Anaya, Bergel y Etcheverry. Ahí me parece que se encuentran soluciones muy interesantes y muy adecuadas a los tiempos presentes. 

De cualquier forma, me parece adecuada la sociedad de un solo socio, sobre la cual se abren de pronto muchas expectativas, tal como lo propició el anteproyecto en el artículo 1º original. Digo que se abren muchas expectativas porque, como otras instituciones, que son exitosas de pronto en el exterior –y la sociedad de una sola persona es exitosa en muchos países-, yo no sé cómo pueden reaccionar el mercado y las entidades financieras ante las sociedades de un solo socio. Basta que las entidades financieras tengan un tratamiento similar en cuanto a exigencia de avales, de garantías, para que las sociedades de un solo socio aparezcan diluidas. En definitiva, el socio o los socios van a tratar de volver a conformar los tipos societarios convencionales porque, evidentemente, no va funcionar en ese ámbito.

De modo tal que son expectativas que uno tiene. Me parece razonable su inclusión con otro tratamiento, pero veremos luego cómo opera en el mercado. Creo que tendríamos que pensar en una sociedad anónima o una sociedad simplificada. Pienso que los tipos societarios hoy en día están demandando un mayor grado de flexibilidad que permita incluir esta figura que también está apareciendo en el Derecho latinoamericano. Una sociedad simplificada, quizás tomando el tipo de la sociedad anónima. 

Con respecto a la regulación de las sociedades de hecho, irregulares y atípicas, la cual criticaba el Dr. Roitbarg, en cuanto a un benévolo tratamiento en la responsabilidad, yo creo que la sociedad de hecho es una realidad de nuestro país, y el tratamiento que tuvo originalmente en el 72 y el que tiene en este momento, es uno muy duro que debería flexibilizarse. Quizás una solución es la que expuse anteriormente, es el de generar una sociedad residual, con un régimen de responsabilidad más atenuado pero que también tenga estas posibilidades de invocación del contrato frente a los socios, frente a los terceros, con un régimen de subsanación relativamente flexible.

Estoy de acuerdo con implementar un sistema de arbitraje, no entiendo por qué el proyecto del Poder Ejecutivo lo suprimió olímpicamente. Y, finalmente, y en algo que no se ha considerado aquí, es el tratamiento que se hace sobre las asociaciones civiles y fundaciones no lo comparto. Si nosotros aspiramos a que las asociaciones civiles tengan un instrumento legal que anime, que estimule la creación de asociaciones, creo que el proyecto apunta a lo contrario; con un régimen de exigencias, de requisitos, de que las asociaciones civiles deben constituirse por escritura pública. A partir de ese requisito, bajan una serie de requisitos que son atentatorios con respecto a lo que aspiramos, que es concretar, en un instrumento como las asociaciones civiles, el derecho de asociarse con fines útiles del artículo 14 de nuestra Constitución. 

Algo parecido pasa con el régimen de fundación. El proyecto toma casi en su totalidad el régimen de la Ley 19.836 de hace 40 años. Todavía reitera el principio de la teoría del mandato. Los consejeros son mandatarios de la sociedad. Hoy, cuando ya se ha admitido la teoría organicista, se considera que debe aplicarse las reglas del mandato. 

De modo tal que me parece que en esto no hemos avanzado nada, y es lamentable la oportunidad que se puede perder para dar un tratamiento mucho mejor a estos instrumentos. Estas son las consideraciones que quería hacer.

RAFAEL MANOVIL

Si yo tuviera el poder de decidir a partir de qué trabajar una reforma de la Ley de Sociedades, lo haría sin ninguna duda del proyecto Anaya, Bergel y Etcheverry, que moderniza y actualiza una cantidad de institutos. No quiero decir que todo esté bien ahí, pero es una muy buena base para comenzar a trabajar. 

Después, si a mí se me preguntara con qué cosas no puedo vivir hoy del régimen societario, sería la sociedad unipersonal, el artículo 30 de la Ley de Sociedades, que dicho sea de paso, este es el único país del planeta que tiene un artículo como ese. Ni siquiera la ley uruguaya, que prácticamente copió la nuestra en un 70%, tomó esa incapacidad de derecho que no tiene una explicación racional. 

Estoy de acuerdo a lo que dijo el Dr. Favier Dubois, con respecto a liberalizar un poco las posibilidades contractuales de libertad de estructuración por los socios o accionistas. 

También estoy de acuerdo en que puede ser útil una sociedad anónima simplificada. Pero ahí hay que tomar una decisión previa. ¿Una sociedad anónima simplificada a la francesa o a la alemana? Son dos cosas totalmente distintas. “A la alemana” es la pequeña sociedad anónima y, probablemente, es a lo que se haya hecho mención. En Francia es totalmente lo contrario. La sociedad anónima simplificada  es para la gran empresa y solamente pueden ser, al menos en su idea original, accionistas  de gran envergadura. 

Pero también podemos pensar que, nuestro legislador, tradicionalmente, fue un gran innovador. Ya lo mencioné antes, fue un innovador con la excelente norma del artículo 54, tercer párrafo. Tiene cosas para pulir, pero me parece una norma excelente porque, a diferencia de lo que ocurre en el resto de la jurisprudencia mundial, establece exactamente cuál es el efecto de la aplicación de este instituto. 

De esa misma manera, -y vuelvo nuevamente al proyecto Anaya, Bergel y Etcheverry- se introdujo allí la adopción de la doctrina Rozemblum en materia de grupos de sociedades, admitiendo bajo ciertas condiciones que pueda existir una política grupal que permita transitoriamente una desventaja impuesta a una sociedad de grupo con tal de que en el marco de la política general se garantice una compensación adecuada. Eso sería también, si se adoptara como norma –y el proyecto lo tomó-, una innovación de avanzada en el Derecho comparado. Por qué no atreverse a este tipo de cosas que puede dar muy buenos resultados para asimismo evitar parte de la dureza de la aplicación del principio del interés social, aun cuando existan situaciones en las cuales puede ser más eficiente desde el punto de vista productivo la aceptación de sinergias entre distintas sociedades. 

Dos mini respuestas a mis compañeros: la sociedad es sujeto de derecho, y como tal, el Código Civil dice que es todo ente con capacidad para adquirir derechos y contraer obligaciones. No habla de la enajenación de los derechos. Si el proyecto lo incluyó, fue por un motivo docente. Aclaremos cómo pueden adquirir bienes registrables.

La última respuesta va a una mención que me parece importante señalar, que hizo Eduardo Favier Dubois, sobre la sociedad unipersonal y su objeto de actividad empresaria. Yo creo que esto no es distinto en una sociedad pluripersonal que en una unipersonal. Pero no creo y estoy absolutamente convencido, que cuando la ley en el artículo 1 dice para aplicarlos a la producción de bienes y servicios, esto sea una condición de validez de la sociedad. Será una condición a tener en cuenta cuando alguien quiera ver qué hay detrás de una estructura, si corresponde levantar el velo societario, declarar la inoponibilidad. Pero no es un requisito de validez. 

PALABRAS FINALES DR. NEGRI 

Muchas gracias a estos “hombres de arcilla porosa ”. 

Digo “hombres de arcilla porosa ”, para diferenciarlos de los "hombres de piedra" (aquellos con pensamientos rígidos ,dueños de verdades absolutas ,inalterables , inmutables)  y de los " hombres gaseosos " ( los que sus pensamientos y principios se van amoldando a la conveniencia del momento , al envase de moda) .

Los "hombres arcilla ",como los que tenemos aquí presentes , como Uds.habrán podido observar ,tienen ideas y convicciones fuertes, pero , no niegan el pensamiento ajeno,no niegan al otro.

Sí reniegan de todo tipo de autoritarismo o pensamiento autista. 

Los panelistas aquí presentes han defendido sus convicciones  . No han atacado a los demás integrantes de la mesa. Han discutido ideas .Nos han aportado sus fundamentos No son intolerantes al pensar diferente.Por el contrario , repiensan su visión al escuchar a los demás .No tienen visiones unilaterales.No fragmentan el  conocimiento sino que por el contrario buscan integrarlo con otras disciplinas    

Es ese respeto por la ley que parece que hemos perdido, ese necesidad de respetar las decisiones judiciales (que se han de cumplir siempre no sólo si convienen), esa necesidad de reforzar el espíritu democrático,de reconstruir instituciones debilitadas, de evitar pensamientos y actitudes autoritarias,de reconstruir valores perdidos y seguridad jurídica abandonada a fin de hacer un país previsible , vivible y confiable es lo que pretendemos insuflar con estos debates 

Les agradezco su presencia y esperemos vivir cada vez en un país mejor.      

ANEXO

PROYECTO DEL PODER EJECUTIVO NACIONAL PRESENTADO ANTE EL SENADO DE LA NACIÓN PROPICIANDO UNA "MINI REFORMA DE LA LEY DE SOCIEDADES COMERCIALES " (Junio de 2012) 

ARTÍUCLO 8º.- Sustitúyese la denominación de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por la siguiente: “LEY GENERAL DE SOCIEDADES Nº 19.550, T.O. 1984” y sustitúyense la denominaciones de la SECCIÓN I del CAPÍTULO I de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984 y de la SECCIÓN IV del CAPÍTULO I de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por las siguientes: SECCIÓN I De la existencia de sociedad”; “SECCIÓN IV “De las sociedades no constituidas según los tipos del Capítulo II y otros supuestos” “

ARTÍCULO 9º.- Sustitúyese el artículo 1º de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Concepto

Artículo 1.- Hay sociedad si una o más personas en forma organizada conforme a uno de los tipos previstos en esta ley, se obligan a realizar aportes para aplicarlos a la producción o intercambio de bienes o servicios, participando de los beneficios y soportando las pérdidas. Si el tipo social prevé dos clases distintas de socios, los socios deben ser DOS (2) o más.”

La sociedad unipersonal solo se podrá constituir como sociedad anónima.

La sociedad unipersonal no puede constituirse por una sociedad unipersonal.”

ARTÍCULO 10º.- Sustitúyese el artículo 5º de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Inscripción en el Registro Público.

Artículo 5.- El acto constitutivo, su modificación y el reglamento, si lo hubiese, se inscribirán en el Registro Público del domicilio social y en el Registro que corresponda al asiento de cada sucursal, incluyendo la dirección donde se instalan a los fines del artículo 11, inciso 2.

La inscripción se dispondrá previa ratificación de los otorgantes, excepto cuando se extienda por instrumento público o las firmas sean autenticadas por escribano público u otro funcionario competente.

Publicidad en la documentación.

Las sociedades harán constar en la documentación que de ellas emane, la dirección de su sede y los datos que identifiquen su inscripción en el Registro.”

ARTÍCULO 11.- Sustitúyese el artículo 6º de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Plazos para la inscripción. Toma de razón.

Artículo 6.- Dentro de los VEINTE (20) días del acto constitutivo, éste se presentará al Registro Público para su inscripción o, en su caso, a la autoridad de contralor. El plazo para completar el trámite será de TREINTA (30) días adicionales, quedando prorrogado cuando resulte excedido por el normal cumplimiento de los procedimientos.

Inscripción tardía. La inscripción solicitada tardíamente o vencido el plazo complementario, sólo se dispone si no media oposición de parte interesada. Autorizados para la inscripción. Si no hubiera mandatarios especiales para realizar los trámites de constitución, se entiende que los representantes de la sociedad designados en el acto constitutivo se encuentran autorizados para realizarlos. En su defecto, cualquier socio puede instarla a expensas de la sociedad.” 

ARTÍCULO 12.- Sustitúyese el artículo 11 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Contenido del instrumento constitutivo.

Artículo 11. – El instrumento de constitución debe contener, sin perjuicio de lo establecido para ciertos tipos de sociedad:

1) El nombre, edad, estado civil, nacionalidad, profesión, domicilio y número de documento de identidad de los socios;

2) La razón social o la denominación, y el domicilio de la sociedad.

Si en el contrato constare solamente el domicilio, la dirección de su sede deberá inscribirse mediante petición por separado suscripta por el órgano de administración. Se tendrán por válidas y vinculantes para la sociedad todas las notificaciones efectuadas en la sede inscripta;

3) La designación de su objeto, que debe ser preciso y determinado;

4) El capital social, que deberá ser expresado en moneda argentina, y la mención del aporte de cada socio. En el caso de las sociedades unipersonales, el capital deberá ser integrado totalmente en el acto constitutivo;

5) El plazo de duración, que debe ser determinado;

6) La organización de la administración de su fiscalización y de las reuniones de socios;

7) Las reglas para distribuir las utilidades y soportar las pérdidas. En caso de silencio, será en proporción de los aportes. Si se prevé sólo la forma de distribución de utilidades, se aplicará para soportar las pérdidas y viceversa;

8) Las cláusulas necesarias para que puedan establecerse con precisión los derechos y obligaciones de los socios entre sí y respecto de terceros;

9) Las cláusulas atinentes al funcionamiento, disolución y liquidación de la sociedad.”

ARTÍCULO 13.- Sustitúyese el artículo 16 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Principio general.

Artículo 16.- "La nulidad o anulación que afecte el vínculo de alguno de los socios no producirá la nulidad, anulación o resolución del contrato, excepto que la participación o la prestación de ese socio deba considerarse esencial, habida cuenta de las circunstancias o que se trate de socio único.

Si se trata de sociedad en comandita simple o por acciones, o de sociedad de capital e industria, el vicio de la voluntad del único socio de una de las categorías de socios hace anulable el contrato.”

ARTÍCULO 14.- Sustitúyese el artículo 17 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Atipicidad. Omisión de requisitos esenciales. 

Artículo 17.- Las sociedades previstas en el Capítulo II de esta ley no pueden omitir requisitos esenciales tipificantes ni comprender elementos incompatibles con el tipo legal.

En caso de infracción a estas reglas, la sociedad constituida no produce los efectos propios de su tipo y queda regida por lo dispuesto en la Sección IV de este Capítulo. 

ARTÍCULO 15.- Sustitúyese el artículo 21 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Sociedades incluidas. 

Artículo 21.- La sociedad que no se constituya con sujeción a los tipos del Capítulo II, que omita requisitos esenciales o que incumpla con las formalidades exigidas por esta ley, se rige por lo dispuesto por esta Sección.”

ARTÍCULO 16.- Sustitúyese el artículo 22 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Régimen aplicable. 

Artículo 22.- El contrato social puede ser invocado entre los socios. Es oponible a los terceros sólo si se prueba que lo conocieron efectivamente al tiempo de la contratación o del nacimiento de la relación obligatoria y también puede ser invocado por los terceros contra la sociedad, los socios y los administradores.” 

ARTÍCULO 17.- Sustitúyese el artículo 23 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Representación: administración y gobierno. 

Artículo 23.- Las cláusulas relativas a la representación, la administración y las demás que disponen sobre la organización y gobierno de la sociedad pueden ser invocadas entre los socios.

En las relaciones con terceros cualquiera de los socios representa a la sociedad exhibiendo el contrato, pero la disposición del contrato social le puede ser opuesta si se prueba que los terceros la conocieron efectivamente al tiempo del nacimiento de la relación jurídica.

Bienes registrables. 

Para adquirir bienes registrables la sociedad debe acreditar ante el Registro su existencia y las facultades de su representante por un acto de reconocimiento de todos quienes afirman ser sus socios. Este acto debe ser instrumentado en escritura pública o instrumento privado con firma autenticada por escribano. El bien se inscribirá a nombre de la sociedad, debiéndose indicar la proporción en que participan los socios en tal sociedad.

Prueba. 

La existencia de la sociedad puede acreditarse por cualquier medio de prueba.”

ARTÍCULO  18.- Sustitúyese el artículo 24 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente: 

“Responsabilidad de los socios

Artículo 24.- Los socios responden frente a los terceros como obligados simplemente mancomunados y por partes iguales, salvo que la solidaridad con la sociedad o entre ellos, o una distinta proporción, resulten:

1)
de una estipulación expresa respecto de una relación o un conjunto de relaciones.;

2)
de una estipulación del contrato social, en los términos del artículo 22;

3)
de las reglas comunes del tipo que manifestaron adoptar y respecto del cual se dejaron de cumplir requisitos sustanciales o formales.”

ARTÍCULO 19.- Sustitúyese el artículo 25 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Subsanación. 

Artículo 25.- En el caso de sociedades incluidas en esta Sección, la omisión de requisitos esenciales, tipificantes o no tipificantes, la existencia de elementos incompatibles con el tipo elegido o la omisión de cumplimiento de requisitos formales, pueden subsanarse a iniciativa de la sociedad o de los socios en cualquier tiempo durante el plazo de la duración previsto en el contrato. A falta de acuerdo unánime de los socios, la subsanación puede ser ordenada judicialmente en procedimiento sumarísimo. En caso necesario, el juez puede suplir la falta de acuerdo, sin imponer mayor responsabilidad a los socios que no lo consientan.

El socio disconforme podrá ejercer el derecho de receso dentro de los DIEZ (10) días de quedar firme la decisión judicial, en los términos del artículo 92.

Disolución. Liquidación.

Cualquiera de los socios puede provocar la disolución de la sociedad cuando no media estipulación escrita del pacto de duración, notificando fehacientemente tal decisión a todos los socios. Sus efectos se producirán de pleno derecho entre los socios a los NOVENTA (90) días de la última notificación.

Los socios que deseen permanecer en la sociedad, deben pagar a los salientes su parte social.

La liquidación se rige por las normas del contrato y de esta ley.”

ARTÍCULO 20.- Sustitúyese el artículo 26 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente: 

“Relaciones entre los acreedores sociales y los particulares de los socios.

Artículo 26.- Las relaciones entre los acreedores sociales y los acreedores particulares de los socios, aun en caso de quiebra, se juzgarán como si se tratara de una sociedad de los tipos previstos en el Capítulo II, incluso con respecto a los bienes registrables.” 

ARTÍCULO 21.- Sustitúyese el artículo 27 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Sociedad entre cónyuges.

Artículo 27.- Los cónyuges pueden integrar entre sí sociedades de cualquier tipo y las reguladas en la Sección IV.”

ARTÍCULO 22 .- Sustitúyese el artículo 28 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Socios herederos menores, incapaces o con capacidad restringida

Artículo 28.- En la sociedad constituida con bienes sometidos a indivisión forzosa hereditaria, los herederos menores de edad, incapaces, o con capacidad restringida sólo pueden ser socios con responsabilidad limitada. El contrato constitutivo debe ser aprobado por el juez de la sucesión. Si existiere posibilidad de colisión de intereses entre el representante legal, el curador o el sostén  y la persona menor de edad, incapaz o con capacidad restringida, se debe designar un tutor ad hoc para la celebración del contrato y para el contralor de la administración de la sociedad si fuere ejercida por aquél."

 ARTÍCULO 23 .- Sustitúyese el artículo 29 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

Sanción.

Artículo 29. Sin perjuicio de la transformación de la sociedad en una de tipo autorizado, la infracción al art. 28 hace solidaria e ilimitadamente responsables al representante, al curador y al sostén de la persona menor de edad, incapaz o con capacidad restringida y a los consocios plenamente capaces, por los daños y perjuicios causados a la persona menor de edad, incapaz o con capacidad restringida.

ARTÍCULO 24.- Sustitúyese el artículo 30 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Sociedad socia.

Artículo 30.- Las sociedades anónimas y en comandita por acciones solo pueden formar parte de sociedades por acciones y de responsabilidad limitada. Podrán ser parte de cualquier contrato asociativo.”

ARTÍCULO 25.- Sustitúyese el artículo 93 de la Ley Nº 19.550, por el siguiente:

“Exclusión en sociedad de dos socios.

Artículo 93. – En las sociedades de dos socios procede la exclusión de uno de ellos cuando hubiere justa causa, con los efectos del artículo 92; el socio inocente asume el activo y pasivo sociales, sin perjuicio de la aplicación del artículo 94 bis.”

ARTÍCULO 26.- Sustitúyese el artículo 94 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Disolución: causas.

Artículo 94.- La sociedad se disuelve:

1)
por decisión de los socios;

2)
por expiración del término por el cual se constituyó;

3)
por cumplimiento de la condición a la que se subordinó su existencia;

4)
por consecución del objeto por el cual se formó, o por la imposibilidad sobreviniente de lograrlo;

5)
por la pérdida del capital social;

6)    por declaración en quiebra. La disolución quedará sin efecto si la quiebra concluye por avenimiento o se dispone la conversión del trámite en concurso preventivo, o si la ley especial prevé un régimen distinto;

7)
por su fusión, en los términos del artículo 82;

8)
por sanción firme de cancelación de oferta pública o de la cotización de sus acciones; la disolución podrá quedar sin efecto por resolución de asamblea extraordinaria reunida dentro de los SESENTA (60) días, de acuerdo al artículo 244, cuarto párrafo.

9)
 por resolución firme de retiro de la autorización para funcionar si leyes especiales la impusieran en razón del objeto.

ARTÍCULO 27.- Incorpórase como artículo 94 bis de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Reducción a uno del número de socios.

Artículo 94 bis. La reducción a uno del número de socios no es causal de disolución, imponiendo la transformación de pleno derecho de las sociedades en comandita, simple o por acciones, y de capital e industria, en sociedad de responsabilidad limitada, si no se decidiera otra solución en el término de TRES (3) meses;

ARTÍCULO 28.- Sustitúyese el artículo 100 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Remoción de causales de disolución.

Artículo 100.- Las causales de disolución podrán ser removidas mediando decisión del órgano de gobierno y eliminación de la causa que le dio origen, si existe viabilidad económica y social de la subsistencia de la actividad de la sociedad. La resolución deberá adoptarse antes de cancelarse la inscripción, sin perjuicio de terceros y de las responsabilidades asumidas

Norma de interpretación.

En caso de duda sobre la existencia de una causal de disolución, se estará a favor de la subsistencia de la sociedad.”

ARTÍCULO 29.- Sustitúyese el artículo 164 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Denominación.

Artículo 164.- La denominación social puede incluir el nombre de una o más personas de existencia visible y debe contener la expresión "sociedad anónima", su abreviatura a la sigla S.A. En caso de sociedad anónima unipersonal deberá contener la expresión “sociedad anónima unipersonal” o su abreviatura a la sigla S.A.U.”

ARTÍCULO  30.- Sustitúyese el artículo 285 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Requisitos.

Artículo 285. – Para ser síndico se requiere:

1º) Ser abogado o contador público, con título habilitante, o sociedad con responsabilidad solidaria constituida exclusivamente por éstos profesionales;

2º) Tener domicilio real en el país.”

ARTÍCULO 31.- Sustitúyese el artículo 299 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:


“Fiscalización estatal permanente.

Artículo 299. – Las sociedades anónimas, además del control de constitución, quedan sujetas a la fiscalización de la autoridad de contralor de su domicilio, durante su funcionamiento, disolución y liquidación, en cualquiera de los siguientes casos:

1º) Hagan oferta pública de sus acciones o debentures;

2º) Tengan capital social superior a pesos argentinos quinientos ($a 500), monto éste que podrá ser actualizado por el Poder Ejecutivo, cada vez que lo estime necesario; 

 3º) Sean de economía mixta o se encuentren comprendidas en la Sección VI;

4º) Realicen operaciones de capitalización, ahorro o en cualquier forma requieran dinero o valores al público con promesas de prestaciones o beneficios futuros;

5º) Exploten concesiones o servicios públicos;

6º) Se trate de sociedad controlante de o controlada por otra sujeta a fiscalización, conforme a uno de los incisos anteriores.

7) Se trate de Sociedades Anónimas Unipersonales

ARTÍCULO 32 .-  Derógase la Sección IX del Capítulo II (artículos 361 a 366) y el Capítulo III de la ley 19.550 agregado por la ley 22.903 (artículos 367 a 383)".

ANTEPROYECTO DE REFORMAS A LA LEY DE SOCIEDADES COMERCIALES PRESENTADO POR LA COMISIÓN INTEGRADA POR LOS DRES. LORENZETTI , HIGHTON DE NOLASCO Y KEMELMAJER DE CARLUCCI . 

NORMAS NO RECEPTADAS POR EL PODER EJECUTIVO NACIONAL .NUEVO PROYECTO A SER ELABORADO 

Modificaciones a la Ley 19.550 propuestas por el Poder Ejecutivo Nacional

La Comisión redactora, siguiendo los lineamientos del proyecto de 1998 y las sugerencias de los juristas que colaboraron en la preparación del tema proyectó una serie de modificaciones relativas a la ley de sociedades. 

El Poder Ejecutivo Nacional hizo dos tipos de sugerencias: 

1). Eliminar una serie de artículos que considera propios de la ley especial, ya que tiene el propósito de elaborar un proyecto de reformas de la ley de sociedades en la que deberían Incluirse esas modificaciones; 

2). Agregar regulaciones especificas de las sociedades unipersonales. 

Todo esto se incorpora según el texto siguiente, que debe ser comparado con el que proyectó la Comisión para advertir las diferencias.

De las modificaciones que había proyectado la Comisión de Reformas no fueron incorporadas, por sugerencia del Poder Ejecutivo Nacional, las siguientes:

Sustitúyese el artículo 15 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Procedimiento. Norma general.

Artículo 15.- Si en la ley se dispone o autoriza la promoción de una acción judicial, ésta se sustanciará por el procedimiento más abreviado compatible con las características del litigio. El procedimiento debe garantizar la defensa en juicio, amplitud probatoria y doble instancia. Recibida la demanda, en la primera resolución el juez debe decidir cuál es el procedimiento. En ningún caso la acción queda sujeta a previos procedimientos alternativos de solución de conflictos, a menos que estén dispuestos en el acto constitutivo, el contrato o el estatuto, o que las partes se avengan a ellos.

Incorpórase como artículo 15 bis de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Arbitraje. Cláusula compromisoria.

Artículo 15 bis.- El acto constitutivo, contrato social o estatuto puede incluir una cláusula compromisoria que someta en forma obligatoria los diferendos entre los socios, o entre éstos y la sociedad o los integrantes de sus órganos sociales, al arbitraje o a la amigable composición. En este caso se debe especificar:

1) el procedimiento por el cual se regirá el arbitraje;

2) la forma de designación de los árbitros;

3) la designación de una entidad que administre el arbitraje, y la previsión,para el caso que ésta desaparezca, de las reglas que se aplicarán;

4) la sede o domicilio del arbitraje; en su defecto se considera que es el

domicilio de la sociedad;

5) los recursos que puedan interponerse contra el laudo, o los que se

renuncien en su caso; si en el acto constitutivo, contrato o estatuto social no estuviera previsto el procedimiento que regirá el arbitraje o la entidad que lo administre, deberá sustanciarse ante el Tribunal Arbitral de la Bolsa de Comercio más próximo a su domicilio; si la cláusula compromisoria fuese ambigua, o no pudiesen ser designados los árbitros, deberá recurrirse a la vía judicial.

Cláusula compromisoria posterior.

Son igualmente válidas las convenciones de arbitraje que celebren las partes en cualquier diferendo, aunque no se incluya una cláusula compromisoria en el acto constitutivo, contrato o estatuto social.”

Incorpórase como artículo 15 ter de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Valuaciones. Arbitraje pericial.

Artículo 15 ter.- Salvo que el acto constitutivo, contrato o estatuto social prevea otras reglas, las controversias a que den lugar las valuaciones de participaciones sociales, cuotas o acciones se resolverán por árbitros peritos.

En tal caso, quien impugne el precio atribuido por la otra parte deberá expresar el que considere ajustado a la realidad.

Pero no estará obligado a pagar uno mayor que el afirmado por la contraparte, ni ésta a cobrar uno inferior al aseverado por el impugnante. 

Las costas del procedimiento estarán a cargo de la parte que pretendió el precio más distante del fijado por la tasación arbitral.

Si no estuviere previsto en el acto constitutivo, contrato o estatuto social el

procedimiento aplicable a la pericia arbitral, deberá sustanciarse ante el Tribunal Arbitral de la Bolsa de Comercio más próximo a su domicilio.”

Incorpórase como artículo 15 quater de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Medidas asegurativas y compulsorias. Colaboración judicial.

Artículo 15 quater.- Cuando por aplicación de esta ley o por convenciones de arbitraje se sometan diferendos al arbitraje, podrán los árbitros disponer medidas cautelares, asegurativas y de intervención, a menos que se las haya excluido expresamente en las cláusulas compromisorias. Podrá preverse la exigencia de notificación previa a la otra parte para ser escuchada antes de adoptar la medida.

Colaboración del juez estatal.

De ser necesario para el cumplimiento o ejecución de cualquier resolución del tribunal arbitral, incluido el laudo final, así como para el de las medidas

asegurativas y compulsorias previstas, o las de ejecución que se hayan dispuesto, los árbitros deben requerir la intervención del juez estatal y este deberá prestar el auxilio de la jurisdicción para la más rápida y eficaz sustanciación del proceso arbitral.”

Sustitúyese el artículo 31 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Participaciones en otra sociedad. Limitaciones.

Artículo 31.- Las sociedades cuyo objeto sea exclusivamente financiero o de inversión, pueden adquirir participación en otra u otras sociedades sin limitaciones.

Si el contrato o estatuto lo autorizan, estas sociedades pueden también desarrollar tareas de intermediación, asesoramiento y ejercer mandatos vinculados a la actividad financiera o de inversión.

Las entidades financieras y las demás sociedades reglamentadas por su objeto,se regirán por las normas de sus respectivos ordenamientos.

Las sociedades no comprendidas en los párrafos anteriores sólo podrán tomar o mantener participación en otra u otras sociedades cuyo objeto sea similar o complementario. Si la participación es en sociedades que no cumplen este requisito, su monto no podrá ser superior a la cuarta parte del capital social y de las reservas legales y a la mitad de las reservas libres y resultados acumulados.

Para el cálculo de estos porcentajes se tomará en cuenta el costo de adquisición de cada una de las participaciones, actualizado con criterios idénticos a los que la sociedad utilice respecto de su capital social. Se exceptúan de estos límites el exceso en las participaciones que resultara del pago de dividendos en acciones o de la capitalización de reservas y otros fondos especiales inscriptos en el balance;o el que se produjera por una disminución del patrimonio de la participante causada por pérdidas posteriores a la última participación computable.

Los socios pueden autorizar el apartamiento de los límites indicados mediante resolución que así lo disponga para cada caso concreto, adoptada con el quórum y la mayoría más elevados que el acto constitutivo o el estatuto requieran para su modificación.

Las participaciones, sean en partes de interés, cuotas o acciones, que excedan los límites fijados, deberán ser enajenadas dentro de los TRES (3) meses siguientes a la fecha de la aprobación de cualquier balance del que resulte que el límite ha sido superado. La elección de las participaciones sociales a ser enajenadas corresponde al órgano de administración social siempre que la resolución de los socios no hubiera impartido instrucciones al respecto.

Sin perjuicio de la responsabilidad solidaria de los administradores sociales que adquirieron las participaciones en exceso y de los que omitieron enajenarlas, el incumplimiento en la enajenación del excedente produce la pérdida de los derechos de voto y a las utilidades que correspondan a esas participaciones en exceso; también habilita a cualquier socio a promoverla judicial o arbitralmente.”

Sustitúyese el artículo 32 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Participaciones recíprocas.

Artículo 32.- Es nula la constitución de sociedades o el aumento de su capital mediante participaciones recíprocas, aun por persona interpuesta. 

La infracción a esta prohibición hará responsables en forma ilimitada y solidaria a los fundadores, administradores, directores, consejeros de vigilancia y síndicos. Dentro del término de TRES (3) meses deberá procederse a la reducción del capital indebidamente integrado, quedando la sociedad, en caso contrario, disuelta de pleno derecho.

Ninguna sociedad puede participar en otra sociedad que, a su vez, sea socia de ella, si por efecto de la participación el capital y las reservas legales resultan, aun indirectamente, invertidas en todo o en parte en su propio capital. Las participaciones recíprocas imputadas a reservas libres o resultados acumulados, no pueden exceder del DIEZ POR CIENTO (10%) del total de las partes de interés, cuotas o acciones de ninguna de las sociedades.

Las participaciones, sean en partes de interés, cuotas o acciones, adquiridas en violación a la prohibición o en exceso de los límites fijados en el párrafo precedente, deberán ser enajenadas dentro de los TRES (3) meses siguientes a la fecha de la aprobación de cualquier balance del que resulte que el límite ha sido superado. El incumplimiento de la enajenación torna aplicable lo dispuesto en  el último párrafo del artículo 31.”

Sustitúyese el artículo 33 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Sociedades controladas.

Artículo 33.- Se consideran sociedades controladas aquellas en las que personas humanas o jurídicas, individual o concertadamente, en forma directa o por intermedio de otra sociedad a su vez controlada:

1) posea participación, por cualquier título, que otorgue los votos necesarios para formar la voluntad social en las reuniones sociales o asambleas ordinarias o para elegir o revocar la mayoría de los administradores, directores o consejeros de vigilancia;

2) ejerza una influencia dominante como consecuencia de acciones, cuotas o partes de interés poseídas.

Sociedades vinculadas.

Se consideran sociedades vinculadas, si una participa en más del DIEZ POR CIENTO (10%) del capital de la otra o si se halla bajo control común de otra u otras personas.

Prohibición de voto.

En ningún caso la sociedad directa o indirectamente controlada por otra sociedad, puede ejercer el derecho de voto en las asambleas o reuniones de socios de la controlante. Sus partes de interés, cuotas o acciones quedan excluidas del cómputo del quórum.”

Sustitúyese el artículo 54 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Dolo o culpa del socio o controlante.

Artículo 54.- El daño ocurrido a la sociedad por dolo o culpa de socios o de

quienes no siéndolo la controlen, constituye a sus autores en la obligación

solidaria de indemnizar, sin que puedan alegar compensación con el lucro que su actuación haya proporcionado en otros negocios.

El socio o controlante que aplicare los fondos o se valiese de informaciones relevantes, de oportunidades de negocios o de efectos de la sociedad en uso o negocio de cuenta propia o de tercero, está obligado a traer a la sociedad las ganancias resultantes, siendo las pérdidas de su cuenta exclusiva. 

Política grupal.

En la ejecución de una política empresaria en interés del grupo es admisible la compensación de los daños con los beneficios recibidos o los previsibles provenientes de la aplicación de una política grupal durante un plazo razonable, siempre que las desventajas a compensar no pongan en riesgo la solvencia o la viabilidad de la sociedad afectada. Las resoluciones que se adopten y los votos que se emitan privilegiando el interés grupal deben ser fundados y, si su relevancia lo justifica, analíticamente motivadas y expresar precisas indicaciones

sobre los fundamentos y los intereses cuya valoración inciden en la decisión o el voto.

Inoponibilidad de la personalidad jurídica.


La actuación de la sociedad que esté destinada a la consecución de fines

extrasocietarios, constituya un recurso para violar la ley, el orden público o la buena fe o para frustrar derechos de socios o de terceros se imputa a los socios o a los controlantes directos o indirectos que la hicieron posible.

Lo dispuesto se aplicará sin afectar los derechos de los terceros de buena fe y sin perjuicio de las responsabilidades personales de que puedan ser pasibles los participantes en los hechos por los perjuicios causados.”

Sustitúyese el artículo 59 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Diligencia del administrador. Responsabilidad.

Artículo 59.- Los administradores y los representantes de la sociedad deben obrar con lealtad y con la diligencia de un buen hombre de negocios. Deben hacer prevalecer el interés social por sobre cualquier otro interés. Les incumbe implementar sistemas y medios preventivos que reduzcan el riesgo de conflictos de intereses en sus relaciones con la sociedad y en las de ésta con otras personas a las que estén vinculadas.

No pueden participar por cuenta propia o de terceros en actividades en

competencia con la sociedad, salvo autorización expresa de los socios. 

Tampoco pueden utilizar o afectar activos sociales ni aprovechar informaciones u oportunidades de negocios para beneficio propio o de terceros, ni realizar cualquier otra operación que pueda generar conflicto de intereses con la sociedad.

El administrador o representante que tuviere un interés contrario al interés social deberá hacerlo saber al órgano que integra, si fuese colegiado, y al de fiscalización en su caso. Se abstendrá de intervenir en la deliberación y cuando su función fuese individual no podrá resolver por sí. En las sociedades colectivas, en comandita simple y de capital e industria y en las regladas en la Sección IV del Capítulo I, lo comunicará a los socios.

Los que faltaren a sus obligaciones son responsables, ilimitada y solidariamente por los daños y perjuicios que resultaren de su acción u omisión.

Los administradores en los grupos.

En los grupos societarios la afectación del interés social por parte de los

administradores de cada sociedad componente a los fines de atribución de

responsabilidad, deberá juzgarse tomando en consideración la política general del grupo con el criterio del tercer párrafo del artículo 54, la que deberá asegurar un equilibrio razonable entre las sociedades que lo integran.”

Sustitúyese el artículo 61 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Medios.

Artículo 61.- Los libros de contabilidad podrán ser llevados en forma manual o a través de ordenadores u otros medios tecnológicos adecuados.

Si lo son en forma manual, los libros deberán ser llevados con los requisitos exigidos por la ley.

El juez de registro o la autoridad de contralor podrán autorizar que los libros de contabilidad sean llevados por ordenadores u otros medios tecnológicos

apropiados. La petición deberá contener una adecuada descripción del sistema a utilizar, con dictamen técnico de su funcionamiento emitido por profesional idóneo en el área de la informática y dictamen favorable de contador público respecto de su adecuación a la legislación comercial y societaria y a las normas contables. La denegación de la autorización deberá ser fundada.

La impresión en soporte papel o similar podrá realizarse en los propios libros debidamente rubricados a través de cualquier mecanismo que garantice su integridad, o realizarse en hojas sueltas que deberán llevar numeración preimpresa, progresiva y consecutiva, sin perjuicio de la numeración que le asigne el sistema empleado. Las hojas sueltas, antes de ser utilizadas, deberán ser previamente rubricadas e intervenidas por el juez de registro o la autoridad de contralor, salvo que la autoridad de aplicación autorice la intervención posterior.

Las hojas sueltas, incluyendo las hojas anuladas y deterioradas, deberán ser encuadernadas al concluir el ejercicio contable con una copia auténtica de los dictámenes profesionales y de la autorización para la utilización del medio empleado. La encuadernación deberá respetar el orden progresivo y consecutivo de la numeración preimpresa, sin que pueda omitirse hoja alguna. Los libros deberán estar encuadernados al momento de la celebración de la reunión del órgano de gobierno o asamblea que trate sobre los estados contables. 

El libro Diario podrá ser llevado con asientos globales que no comprendan

períodos mayores de UN (1) mes.

El sistema de contabilización debe permitir la individualización de las operaciones, las correspondientes cuentas deudoras y acreedoras y su posterior verificación.

Publicidad de los estados contables.

En caso de contar con espacios o páginas virtuales en internet, las sociedades comerciales deberán publicar los estados contables correspondientes a los dos últimos ejercicios contables, de manera fácilmente accesible, sin perjuicio de la demás información que determine la autoridad de aplicación en caso de hacer oferta pública de sus acciones.

Publicidad de la integración del directorio y del órgano de fiscalización.

En los balances, además de la información requerida en el artículo 62 deberá constar la composición del directorio y del órgano de fiscalización, de corresponder.

Información.

Además de la información prevista en los dos párrafos del artículo 67, ésta deberá estar disponible para los socios en soporte digital u otro que permita su acceso a través de ordenadores. Igualmente los ejemplares que las sociedades de responsabilidad limitada deben enviar al registro y las sociedades por acciones a la autoridad de contralor, también deberán adjuntarse en soporte que permita su acceso a través de ordenadores.”

Sustitúyese el artículo 73 de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, por el siguiente:

“Artículo 73.- Medios telemáticos o digitales. 

El acto constitutivo, el contrato social o el estatuto podrán contemplar medios telemáticos o digitales para efectuar sus comunicaciones, avisos y publicaciones, y la forma de validarlos, lo que deberá ser aprobado por la autoridad de contralor o el Registro Público, sin perjuicio de lo previsto en el artículo 61. Deberá especificarse el soporte que los resguarde, y los

casos en que será necesario contar con soporte sensible o papel, y ajustarse en todos los casos a las disposiciones de la Ley Nº 25.506.”

Incorpórase como artículo 73 bis de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Domicilio electrónico.

Artículo 73 bis.- La sociedad y todos los administradores sociales, así como los síndicos y miembros del consejo de vigilancia, deberán constituir un domicilio electrónico. Se considera domicilio electrónico al sitio informático (digital) seguro, personalizado, válido y optativo registrado por los directores ante la sociedad para el cumplimiento de sus obligaciones societarias y para la entrega o recepción de comunicaciones de cualquier naturaleza, siendo válidas y plenamente eficaces todas las notificaciones, emplazamientos y comunicaciones que allí se practiquen por esta vía. El contrato deberá indicar el sistema digital adoptado y la forma en que se guarda el registro y el soporte de los actos así realizados. El domicilio

electrónico se inscribirá en el Registro Público con la designación de los

directores, pero los terceros no socios no podrán prevalerse de esta vía de

comunicación para dirigirse al socio o a la sociedad, debiendo recurrir a la

notificación personal.”

Incorpórase como artículo 73 ter de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Reuniones a distancia de órganos colegiados.

Artículo 73 ter.- Podrán celebrarse las reuniones o asambleas a través de la

utilización de medios telemáticos. El acto constitutivo, contrato social o estatuto debe prever la modalidad de celebrarse, el quórum mínimo de asistentes presentes en la sede social, el soporte que resguardará la deliberación, y la forma en que la deliberación será transcripta en los libros sociales conforme al artículo 73.

Convocatoria a través de medios telemáticos.

En caso de contar la sociedad con páginas o espacios virtuales en internet

(incluyendo redes sociales), deberá publicar la convocatoria a reuniones o

asambleas de socios en la misma forma prevista para la notificación personal o por avisos. Deberá también notificar de la convocatoria a través de mensajes o correos electrónicos remitidos a los socios y accionistas.

Comunicación de asistencia.

Será válida la comunicación de asistencia a reuniones de órganos colegiados y el otorgamiento de mandato a tal fin, cursados por medio electrónico en la medida que se garantice la recepción del mensaje por la sociedad, de acuerdo con el sistema previsto en el artículo 73. La asistencia a una asamblea celebrada a través de la utilización de medios telemáticos se acreditará a través de la firma electrónica de los accionistas que participen en ella. El mandato también será válido si media firma digital del mandante. Los socios o accionistas que registraron su asistencia, por cualquier medio, a la asamblea celebrada en forma telemática,

se consideran presentes.”

Incorpórase como artículo 73 quater de la Ley Nº 19.550, T.O. 1984, el siguiente:

“Actas.

Artículo 73 quater.- Deberá labrarse en libro especial, con las formalidades de los libros de contabilidad, acta de las deliberaciones de los órganos colegiados. Las actas del directorio serán firmadas por los asistentes. Las de las asambleas serán confeccionadas y firmadas dentro de los CINCO (5) días, por el presidente y los socios designados al efecto.

Será válida la copia digital del acta, cuando el acta constitutiva, el contrato o el estatuto lo prevean, conforme al artículo 73.”

